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Integración regional: 
desafíos y opciones 
Comisión Económica para América Latina y el Caribf! 

Iniciativas recientes 

L 
a evolución de los procesos de integración y de coopera­
ción regionales se suele examinar sin profundizar lo sufi­
ciente en los sucesos políticos nacionales e internacionales 

que la determinan. Durante los casi 30 años transcurridos desde 
que se iniciaron los esfuerzos de integración en América Latina, 
la región ha experimentado profundos cambios económicos, so­
ciales y políticos que, en muchos casos, han determinado el rit­
mo y el alcance de estos procesos. Por diversos motivos, algunas 
de las naciones más avanzadas se han esmerado más en insertar­
se en la economía internacional que en vincularse a los demás 
países de la región . Se han producido cambios en la propia es­
tructura de algunos sistemas, como el caso de la ALALC, que se 
transformó en la ALADI. Asimismo, el ingreso de Venezuela al Pac­
to Andino y el retiro de Chile influyeron de manera notable en 
la evolución del Acuerdo de Cartagena. 

El actual proceso de democratización de la región ha creado 
un nuevo ámbito político que hace viable retomar con fuerza las 

Se reproducen los capítulos 3 y 4 del documento homónimo de la 
CEPAL. Por razones de espacio se omiten las dos primeras secciones, 
en las que se estudia la situación de las economías del subcontinente 
en el ámbito mundial, los beneficios y costos de la integración, la im­
portancia relativa del mercado y la planeación en la identificación de 
las oportunidades de desarrollo. Comercio Exterior hizo cambios edi­
toriales. 

ideas centrales de los diversos procesos de unidad regional, aun­
~ue cabe reconocer que é~ta es una condición necesaria pero 
msuf1c1ente. En muchas nac1ones siguen pesando los efectos cen­
trífugos de las herencias recientes de gobiernos autoritarios y los 
vínculos estrechos con los países desarrollados. 

Algunos acontecimientos recientes han afectado a la región . 
El conflicto centroamericano ha encontrado una vía de supera­
ción en el Acuerdo de Esqui pulas 11 y cuenta con el decidido res­
paldo de los grupos de Contadora y de Apoyo. La renovada vo­
luntad política en ese sentido se expresa sistemáticamente . Así, 
hoy parece viable que el proceso de integración centroamerica­
no se reconstruya, que el ritmo de actividades del Grupo Andino 
retome su dinamismo, que la ALADI se transforme en un auténti­
co foro regional de comercio y financiamiento y que el SELA arti­
cule y consolide los numerosos esfuerzos de cooperación empren­
didos en su seno. 

La inestabilidad económica de los países industrializados y la 
crisis del endeudamiento han generado una gran incertidumbre. 
Esta atenta contra la autonomía en la concepción de políticas de 
mediano y largo plazos y su proyección en las diversas activida­
des que se deben impulsar en el ámbito regional. 

Cuando los procesos de integración se iniciaron, la planifica­
ción nacional era un instrumento importante de las políticas eco­
nómicas de los países del área. Con ella muchas naciones podían 
orientar de manera razonable sus objetivos y metas globales y sec­
tonales, lo que permitía promover diversos mecanismos de tra­
bajo conjunto. 
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A mediados de los setenta la planificación en la política eco­
nómica cedió su lugar a las tendencias neoliberales que, en algu­
nos casos, se aplicaron en niveles extremos. Esta fase de transi­
ción en el manejo económico debilitó los esfuerzos de integración, 
lo que obligó a revisar y modificar algunos convenios básicos, 
como el Acuerdo de Cartagena (decisión 217) y el Tratado de Mon­
tevideo de 1980. Estos reajustes conceptuales obedecieron al dis­
tanciamiento entre las políticas nacionales y las multilaterales ema­
nadas de los acuerdos de integración . 

En ese marco de transición surgieron mecanismos de coope­
ración centrados por lo general en proyectos o sectores específicos 
(la OLADE, el GEPLACEA, la UPEB) y el SELA. Éste debía atender el 
frente externo: promover posiciones conjuntas y coordinadas y 
articular la vasta instituc ionalidad creada en torno de la coopera­
ción regional. 

A partir de 1982, al estallar el grave problema del endeuda­
miento externo, se presentó otra condición adversa: los países co­
menza ron a optar por resolver las situaciones coyunturales y se 
enfrentaron a las políticas de ajuste recomendadas por el FMI, lo 
que debilitó aún más los esfuerzos de integración . Sin embargo, 
esta cr isis, obviamente desfavorable, ha tenido efectos positivos 
en las concepciones centrales de la integración. Casi todos los 
países -incluido Brasil- comprobaron que el problema no resi ­
día sólo en servir la deuda o no hacerlo, sino que iba mucho más 
allá: hizo evidentes las debilidades de los procesos de industriali­
zación y la necesidad de impulsar un reacomodo general del apa­
rato prc;>ductivo. Como se verá más adelante, ésta es una de las 
ideas centrales del Programa de Integración y Cooperación Eco­
nómica y de varios de los protocolos suscritos entre Argentina y 
Brasil. 

Ante la nueva división internacional del trabajo que hoy se con­
solida, América Latina debe buscar y definir su propio espacio. 
La internacionalización de la economía mundial hace imperati­
vo crear mecanismos que ayuden a reducir o atenuar la vulnera­
bilidad y la dependencia -especialmente comercial y financiera­
de la región . 

En síntesis, el repaso de los procesos de integración demues­
tra la estrecha correlación de éstos con el marco político impe­
rante que, quizá por primera vez, es favorable. La experiencia 
señala que no se puede considerar la evolución de la economía 
internacional sólo como un dato del problema . Por el contrario: 
hay una simbiosis entre los esfuerzos de cooperación e integra­
ción regionales y los encaminados a lograr una mejor participa­
ción en la economía internacional. Por último, cabe destacar la 
fuerte correlación de las concepciones de política económica en 
los países latinoamericanos y la marcha de la integración regional. 

La situación actual 

L os actuales procesos democráticos y la nueva diplomacia re­
gional, caracterizada por un diálogo frecuente y directo en 

las esferas ministerial y presidencial, generan un entorno diferen­
te. Sin embargo, ello no significa que la integración y la coope­
ración regionales hayan salvado todas las dificultades y que se 
constituirán en una panacea para superar la incierta situación eco-
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nómica que afecta, con mayor o menor intensidad, a todos los 
países. 

El estado de los procesos de integración y cooperación se debe 
examinar con espíritu crítico, pero sin pesimismo. Es preciso re­
conocer que sigue lejano el momento de que influyan decidida­
mente en los proyectos nacionales, articulándose racional y ar­
mónicamente con las orientaciones y políticas de cada país. 

La integración y la cooperación no se hacen sólo por dec reto 
o mediante complejos tratados internacionales, aunque éstos pue­
den ser un buen punto de partida. Las ve rd aderas reali zac iones 
se inician cuando se logran c iertos grados de interdependencia 
(tecnológica, financiera, económica, comercial y política) entre 
los principales participantes del proceso. En esta fase los estados 
pueden y deben desempeñar un papel impul sor, sin olvidar que 
la interdependencia real depende de los agentes operativos, en 
su mayoría del sector privado. El antagonismo de intereses quizá 
siga siendo el mayor obstáculo. Se suele considerar que una na­
ción que cede parte de un mercado a un país vecino atenta con­
tra su propia seguridad. Existe menos preocupación por los défi­
cit comerciales con las naciones industrializadas y las del Sudeste 
Asiático; pero lo que sí importa y constituye un problema políti­
co grave son los déficit con la región y mucho más con un país 
que pertenece al mismo sistema de integrac ión. 

Superar esta visión estrecha, para comprender que la integra­
ción y la cooperación no se reducen simplemente a lograr el ma­
yor número posible de operaciones de compraventa, constituye 
un desafío de·espec ial relevancia para los gobiernos, partidos po­
líticos, intelectuales, trabajadores, entidades empresa rial es y or­
gan ismos internacionales competentes. Frente a esta v isión " fe­
nicia" de la integración , se debe anteponer una concepción de 
interd ependenci a rea l y permanente. La tarea no es fácil ni de 
corto plazo, pero es ciertamente impostergable . 

La visión estrictamente comercialista ha impedido que en Amé­
rica Lati na y el Caribe los procesos de integración y cooperación 
adquieran su dimensión rea l en las políticas eco nómica y globa­
les de cada país. No constituye, por ahora, una variable que pue­
da incorporarse cabalmente en las concepciones básicas de las po­
líticas económicas nacionales. Se ha creado un círculo vicioso que 
es preciso romper haciendo congruente lo comercial con lo polí­
tico, en los planos global y sectorial a fin de que se alimenten 
mutuamente y alcancen la armonía y la congruencia necesarias. 

La integración regional no ha logrado insertarse en los mode­
los doctrinarios de la política latinoamericana . Ésta se centra en 
los problemas internos y no se articula con el escenario regional 
en que los partidos políticos, como representantes de las princi­
pales corrientes de pensamiento, podrían encontrar nuevos cau­
ces para hacer frente a los numerosos problemas que emanan de 
la compleja realidad social y ampliar la viabilidad de los proyec­
tos políticos nacionales. 

En este marco, a continuación se revisan las iniciativas recien­
tes de mayor relevancia (la Ronda Regional de N.egociaciones, 
el Protocolo Modificatorio del Acuerdo de Cartagena, algunos im­
portantes acuerdos bilaterales y el acuerdo de paz y cooperación 
centroamericano), procurando destacar solamente sus elemen­
tos principales. 
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Ronda regional de negociaciones 

L uego de un p rol ongado período - mucho más largo que el 
deseado- de deliberaciones y análisis técnicos, la 111 Reunión 

del Consejo de M ini stros de la A LADI adoptó en marzo de 1987 
un marco normati vo para el desarro llo de la Ronda . Éste conti e­
ne por lo menos dos ava nces que conviene destacar: la profund i­
zac ión de la Preferencia Ara nce lari a Regional (PAR) y, de mayor 
significac ión , el Programa Regional para la Recuperación y Expan­
sión del Comercio (Reso luc ión 15 .111 ). Los acuerdos ministeria les 
fueron débil es, pues toca ron só lo tangencial mente los prob lemas 
del fin anciamiento y los pagos, donde hay una trabazón que im­
pide fo rmular un modelo de cooperac ión comercia l dinámico, 
como el que ex igen las c ircunstancias imperantes. 

La importa nc ia de la PAR obedece a que constituye el meca­
nismo multilateral por exce lencia de la ALADI. Se han incremen­
tado las reducc iones arance larias, que lentamente se acercan a 
nive les capaces de generar comercio. Para tal efecto, es prec iso 
ampli arl as considerab lemente y, sobre todo, eliminar las excep­
c iones, cuya magnit ud constituye el prob lema centra l para que 
este instrumento resulte operati vo y rea lmente multilateral. Una 
novedad de la ALADI es que la PAR ri ge só lo para las nac iones 
que la pongan en vigencia; a fin es de 1987 se apli caba en casi 
todos los países miembros. Esta situac ión contrasta claramente con 
la que se presentó a pa rtir de 1984, año de la creación de la PAR, 
cuando se inic ió un lento proceso de ratificac iones. De hec ho, 
7 de los 1 1 países la habían puesto en vigor a fines de 1986. 

El Programa Regional de Recuperac ión y Expansión del Co­
mercio es, sin duda, uno de los objetivos más ambiciosos que se 
han impul sado en el marco de la ALAD I. La idea central es otor­
ga r una preferencia ampli a -a lrededor de 60% en promedio­
que permi ta desviar hacia el mercado subregional 30% de las im­
portac iones qu e la región rea li za desde el resto del mundo. 

Si bien el sistema básico pa rece simple, el proceso de nego­
ciación iniciado en abril de 1987 ha tropezado con numerosas 
dificultades cuya sol ución es aún incierta. Las li stas presentadas 
por los diez países - Bolivia vo luntari amente se exc luyó- seña­
lan que el comercio intrarreg ional sería de unos 12 000 millones 
de dólares. Si se lograra materi alizar 50% de ese potencial , el co­
merc io dentro de la ALADI aum en taría de 7 658 millones de dó­
lares (e l promedio en el período 1984-1985) a 13 800 millones, 
lo que representa un crec imiento de 80 por ciento. 

De forma muy sin tét ica se señalan a conti nuación las princi­
pales dificultades para concretar este ambic ioso proyecto. 

i) Las importac iones que provienen exclus ivamente de terce­
ros países representan 35 .6% del tota l. Como no hay comercio 
intrazonal de esos bienes, se desconoce el efecto que tendría la 
desviac ión de esa demand a al mercado subregiona l. Habría que 
anali za r el aparato prod uctivo de cada país para determinar sus 
posibilidades rea les de oferta frente a tal demanda . 

ii) El nivel aran ce lario de cada país determina el efecto de la 
preferenc ia: si aqué l es bajo o cercano a ce ro , éste se aminora 
o se pierd e. 

iii) Las negoc iac iones rea li zadas en la ALADI -resultado de d i-
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fe rentes acuerd os de alca nce pa rc ial- se pod rían alterar y, más 
qu e un a reori entac ión desde terceros países, se generarían ca m­
bios en la direcc ión de las actua les co rrientes del comerc io in tra­
zonal. 

iv) La potencialidad producti va determina la capacidad de 
aprovechar los espac ios que se abra n. Si se pierde la óptica de 
largo plazo y se adopta una estrictamente comercial, lo más pro­
bable es que se bu sque una reciprocidad mili mét ri ca que termi ­
ne por neutrali za r los objetivos y la esencia del programa. 

Por cierto, estas d ificultades son subsa nables, pero req uieren 
un profundo ca mbio en la vo lun tad , el estil o y las modalidades 
de negoc iación. El entorno po lít ico regional y la Resolución 15. 111 
son un ava nce en esa direcc ión. Sin embargo, no se ha logrado 
conso lidar una mentalidad negoc iadora orientada a bu sca r una 
nueva interdependencia regional, en lugar de las simples transac­
ciones comerciales, que pueden ser efím eras. 

Toda iniciat iva de reacti vac ión del interca mbio neces ita me­
ca ni smos el e pagos y financ iamiento que fomenten y estimulen 
un comercio en expansión. Ll ama la atenc ión los pocos ava nces 
logrados en esta mater ia. El peso andino y el ga ucho -se desco­
nocen las norm as que los regirán- son pasos importantes pero 
insuficientes para revertir la tendencia histó ri ca a privilegiar el co­
mercio con terce ros países en lugar de aprovechar las pos ibil ida­
des del mercado lat inoameri ca no . 

La Asociación de Indu stria les Latinoamericanos (A ILA) estudió 
e impu lsó durante va ri os años un nuevo sistema el e apoyo finan­
ciero al comerc io regional; lo mi smo hic ieron el Consejo Finan­
ciero y Monetario ele la ALADI y otros organismos pertinentes. Estos 
esfu erzos han sido estéril es hasta ahora. El problema técnico se 
ha exa minado a profundidad, pero se prec isa la decisión po líti ca 
para instrumentar las medidas correspondientes. ¿Cómo lograr que 
las entidades financie ras nacionales asuman la responsabilidad de 
adoptar los mecanismos necesari os? La respuesta constitu ye un 
complejo desafío que, por desgracia, inc ide de manera directa 
en la evo lución del comercio intrarregional y en una rad ica l mo­
dificac ión de los coefic ientes de abasto y su mini stro. 

Protocolo Modificatorio del Acuerdo de Cartagena 

L a cri sis andina se o ri gin ó básica mente en el descenso del co­
merc io intrazonal. El problema surgió de var ias fuentes: las 

bruscas alterac iones en las políticas cambiar ias; las políti cas de 
ajuste recesivo; la concentración excesiva del comercio en torno 
al eje Colombia-Venez uela, y la capac idad importadora ele estos 
dos países. 

Las ex igencias establec idas en el Programa de Li berac ión A n­
dino p rodujeron una confrontac ión de intereses entre exporta­
dores y prod uctores de la zona. Destaca el caso de la madera ex­
portada por Ecuador, que también la producían empresas 
venezo lanas. Situac iones puntuales y relativamente concent radas 
en torno a un grupo reduc ido de productos (de 50 a 70 posic io­
nes arancelarias de la Nomenclatura Arancelari a de Bruselas adop­
tada pa ra el Grupo And ino [Nabandina] por países), se multipli­
ca ron hasta llegar a un incumplimiento generali zado de los 



70 

compromisos del Programa de Liberac ión y del Arance l Extern o. 
Los países miembros comenza ron a aplica r represa lias comercia­
les, se agotó la vía mult ilateral y el comercio se empezó a normar 
mediante convenios bilaterales al margen de la estructura juríd i­
ca del Grupo Andino. 

La necesidad de ajustar el Acuerdo de Cartagena era un pro­
blema añejo . La primera modificac ión se hizo en Arequipa (De­
c isión 147, septiembre de 1979); se cod ifica ron los acomodos de­
ri vados del ingreso de Venez uela y del posteri o r reti ro de Chile. 
Se efectuaron los primeros aju stes en los plazos para el cumpli ­
miento del Programa de Li berac ión y del Arance l Extern o. Los in ­
cumplimientos comerciales se venían arrastrando desde ti empo 
atrás; la cri sis iniciada en 1982 só lo los hizo más transparentes 
y agudos. 

El Protocolo M odi ficatori o del Acuerd o de Cartagena (Dec i­
sión 217, mayo de 1987), que requirió una labori osa y pro longa­
da negoc iac ión, ofrece so luciones para los problemas comercia­
les . Establ ece un régimen transitori o de comercio admini strado, 
basado en contingentes anuales, globales y por productos; éstos 
" no podrán ser inferi ores a 30% del valor promedio anual de las 
co rrespondientes importac iones ori ginari as de los países miem­
bros en el promedio 1980-1985" . Se fij an límites por países y mo­
dalidades expresas de aplicac ión pa ra Boli via y Ecuador. El mo­
delo de confo rmación de la uni ón aduanera -programa de 
liberac ión y arancel externo común- se mantiene si n grandes mo­
dificac iones, pero los pl azos se posterga n hasta fin es del próx i­
mo decenio . Las mayores novedades se presentan en relac ión con 
el desarroll o agropecuari o e indu st ri al, la cooperac ión económi ­
ca y soc ial, los aspectos in stituc ionales y la Dec isión 24. 

En materi a agropecuari a, de un simple marco de referencia se 
pasó a una concepción más integral del problema. Se incluye la 
formación de los sistemas andino y nac ionales de seguridad ali ­
mentari a, así como programas conjuntos de desarroll o agrope­
cuari o, agro industri al, tecnológico, etc. 

En el plano de la indu stria se crearon los programas de inte­
grac ión , así como algunos proyectos y convenios de complemen­
tac ión. Los antiguos programas sectori ales de desarrollo industri al 
se flex ibili za ron al ex igirse la participac ión de todos los países sólo 
en los proyectos de integrac ión indu stri al. 

El capítulo de cooperación económica y soc ial incluye acc io­
nes extern as; desarro llo científi co y tecnológico, así como fron­
teri zo; turismo; erradicación de la pobreza . Entre los aspectos ins­
titucionales destaca la dec isión de incluir el Tribunal de ju sti cia 
y el Parlamento Andino como órga nos principales del Acuerd o 
de Cartagena, lo que constituye un progreso importante. Por otro 
lado, si bien se mantiene la capac idad de proposición de la Jun­
ta, los países miembros también la tienen ahora, lo que, en algu­
nos casos, podría alterar el espíritu comunitario de ciertas inic ia­
tivas. 

Uno de los aspectos más cuesti onados del Protocolo Modifi­
cato rio es la modificac ión de la Dec isión 24 . Ésta se consideró 
siempre como la esencia misma del Acuerdo y constituía un pilar 
fundamental de su ordenamiento jurídico y conceptual, pero las 
circunstancias externas debilitaron prácticamente todos sus prin­
cipios elementales. Queda abierta la posibilidad de que en el fu -
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tu ro se retomen algunos de sus principios básicos, cuyo objeti vo 
es que los destinatari os de los beneficios del proceso sea n los paí­
ses miembros. 

El acuerdo argentino-brasileño 

E 1 Programa de Integrac ión y Cooperac ión (PICE) entre Argen­
tina y Bras il , y el conjunto de protocolos suscritos pa ra su eje­

cución, proporcionan un impulso renovado a las relac iones bil a­
terales y pueden contri buir a reactiva r el p roceso de un idad lati ­
noameri ca na. 

Durante 1987 se man tu vo el ritmo de concertac ión política ini ­
ciado a mediados del año anterior. Se suscrib ieron más de 20 pro­
toco los qu e afectan áreas d isímil es y complejas: bienes de cap i­
tal, biotecnología, energía nuclear, transporte, el gaucho y d iversos 
aspectos cultu ra les. 

Ambos pres identes enfrentan una situac ión po líti ca distinta de 
la que predominaba al in iciarse el proceso . En materi a económi­
ca , los ava nces del Plan Austral en 1986 y espec ialmente los del 
Plan Cru zado presentaban un escenari o más optimi sta que el 
actu al. 

Como la cobertura de los protoco los es amplia, resulta difícil 
mostrar indicadores que permitan eva luar el grado de interrela­
ción rea l qu e se está gestando. Los acuerdos en materi a nuc lea r 
y la subsec uente d istensión, al igual que los avances en la fab ri­
cac ión de aviones y en la biotec no logía, só lo pueden eva lu arse 
a largo plazo. 

El Reglamento del Fondo de Inversiones se aprobó en el se­
gundo semestre de 1987, lo que ha demorado las inve rsiones que 
la ejec ución de va ri os protocolos ex ige, espec ialmen te el de bie­
nes de capital. Un grupo de trabajo espec ial se ocupa de reso lver 
los problemas y el costo del transporte, sobre todo en el caso del 
tri go. Las fases téc nica y ad ministrat iva para construir la central 
hidroeléctrica de Pichi-Picun-Leufú se han concluido; la negocia­
ción fin anciera pa ra iniciarl a está en proceso. Asimi smo, se con ­
fo rm a un sistema interconectado de comunicac iones med iante 
el uso de redes digitales. 

En el plano del intercambio comercial -visto por el lado de 
Brasi l- en 1986 se logró una rec uperac ión signi ficativa. Las im­
portaciones y las exportaciones con Argentina sumaron unos 1 420 
millones de dólares: un incremento de casi 40% respecto al año 
anteri o r. Las ex portac iones de Argentina a Bras il crec ieron 57% 
y las importac iones, 24.4%. Los resu ltados del primer semestre 
de 1987 revelan un ligero crec imiento de las ventas extern as y 
una contracc ión, también reducida, de las importac iones. Es pro­
bable que ese año completo haya mantenido nive les sim ilares a 
los del año anterior, pese a los profundos cambios en las po líti­
cas económicas y la puesta en marcha de va ri os protoco los co­
merc iales. 

El protocolo de bienes de capital ha tenido avances notables 
en las posiciones arancelarias que se negocian. Incluido el segundo 
tramo de la li sta común, se estima que se ha cumplido cerca de 
30% (600 posiciones en total y 190 ya incorporadas) de la meta 
previ sta para el período de cuatro años programado. Esto revela 
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un progreso importante, si bien es c ierto que en algunos casos 
se trata só lo de productos específicos agrupados en posiciones 
arancelarias más ampli as. Para Argentina ha significado una ge­
neración neta de exportaciones, pero éstas se concentran en bie­
nes producidos en serie, básicamente máquinas-herramienta des­
tinadas a pequeños y med ianos productores, que por lo normal 
no representan ventas elevadas. 

Entre los factores negativos cabe destacar la ausencia de com­
pras del sector público. Y no só lo por la complej idad que éstas 
entrañan, sino también porque la Petrobras (que genera la ma­
yor demanda) nada más registra proveedores loca les, y la argen­
tina Yacimientos Petrolíferos Fiscales (YPF) carece de un li stado 
de proveedores. Circunstancias exógenas hacen que el proyecto 
avance con lentitud e impiden aprovechar al máximo sus posibi­
lidades . 

La organi zación de nóminas de proveedores, y el intercambio 
de experiencias sobre las modalidades de negociación cuando 
ésta se realiza con terceros países, const ituyen el punto de parti­
da para impulsar el uso del poder de compra del Estado. La ex­
periencia de las empresas estatales Petrobras y YPF revela las di­
ficultades de abordar esta cuest ión y exp lica por qué no se han 
logrado resultados después de haber estado incluida en los mo­
delos de integración. 

El protoco lo de bienes de capital se basa en la instalación de 
nuevas plantas a fin de ampli ar la gama de productos. El incre­
mento de las inversiones, en las condic iones actua les, es una li­
mitación aún no resue lta debido al retraso en la puesta en mar­
cha del Fondo de Inversiones. Se ha conc luido la etapa fácil del 
protocolo, que permitió la inc lu sión de productos en la lista co­
mún-con el consenso de todos los productores. Sin embargo, para 
seguir avanzando se deben incluir bienes que afectarán in tere­
ses. Lograr una apertura comercia l es una tarea compleja cuan­
do existe cierto paralelismo en el proceso de industrialización de 
los países. 

Por último, cabe destacar que el Acuerdo de Alcance Parcial 
(AAP) número 1 const ituye un apropiado marco de negociac ión 
en materia comercial. Se han ampliado las preferencias arance la­
rias, eliminado las restricciones y otras medidas equiva lentes e 
incorporado numerosos productos. No obstante, hay problemas 
de inclumplimiento que limitan el comercio de algunos produc­
tos agrícolas. Ambos gobiernos evaluarán este instrumento para 
determinar las medidas correctivas necesarias. 

Cooperación económica con Centroamérica 

L os países centroamericanos, con la decidida colaborac ión de 
los grupos de Contadora y de Apoyo, han cu lminado sus es­

fuerzos mediante los acuerdos presidenciales de Esquipulas 11. Se 
inic ió un difícil proceso orientado a restablecer la paz y la demo­
crac ia en la región. La iniciativa de Centroamérica se enriquece­
ría enormemente si se complementara con la só lida cooperación 
económica del resto de América Latina. 

Al tomar conocimiento de dichos acuerdos, la Asamblea Ge­
neral de la ONU los respaldó de manera unánime el 7 de octu­
bre (Reso lución 42/1). Instó a la com unidad internac ional a que 
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aumentase el apoyo técnico, ecónomico y financiero a los países 
centroamericanos y so licitó al Secretario Genera l "que promue­
va un plan especia l de cooperación para Centroamérica". 

El 29 de noviembre de 1987 ocho mandatarios latinoamer ica­
nos suscribieron el "Compromiso de Acapulco para la paz, el de­
sarro llo y la democracia" .1 En el documento seña lan: " Han acor­
dado respaldar la puesta en marcha de un programa internaciona l 
de emergencia de cooperación económica para los países cen­
troamericanos que comprenda medidas para la recon strucción 
de sus economías. Los principales lineam ientos de nuestra parti­
cipación en ese programa serían, entre otros: 

" l. Medidas para est imular el comercio centroamericano y el 
otorgamiento de facilidades para el acceso de exportac iones de 
esa área al mercado de nuestros países. 

" 11 . Fortalecimiento de la cooperación financ iera entre nues­
tros países y los centroamericanos, in cluyendo el aporte de re­
cursos a sus organismos financieros, como el Banco Centroame­
ricano de Integración Económica (BCIE). 

" 111. Apoyo a los esfuerzos para revitalizar el modelo de inte­
gración centroamericano. 

" IV. Proyectos específicos en las áreas de asistencia alimen­
taria de emergencia, identificación y ejecuc ión de proyectos agro­
pecuarios y agro industriales, y capac itac ión de recursos huma­
nos. Igualmente, se propondrá al Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para Refugiados, un programa integral de emer­
gencia para refugiados y desplazados de la región. " 

El planteamiento de los presidentes reafirma, una vez más, la 
relación p-ermanente e indisoluble entre la paz, la democracia y 
el desarrollo. El progreso real en cualquiera de estos tres campos 
no es sostenible en el mediano plazo sin un avance equ iva lente 
en los otros dos . 

Además, para enfrentar con alguna posibilidad de éxito lata­
rea del desarrollo de Centroaméri ca es preciso resolver de inme­
diato los crít icos problemas económicos y sociales que gravitan 
sobre la ca lidad de vida de los habitantes de esa región. -La mag­
nitud de aquéllos no só lo los conv ierte en vallas para el desarro­
llo, sino en inductores de tendencias regresivas. 

Algunos elementos que caracte rizan el actual cuad ro centroa­
mericano muestran la dimensión de la tarea: 

• El deterioro del sector externo es alarmante tanto en la 
magnitud y el ritmo de crecimiento de la deuda, como en el per­
manente déficit de la balanza comercia l, del de la región en su 
conjunto y de cada país. La deuda externa pasó de unos 7 000 
millones de dólares en 1980 a más de 17 000 millones en 1986, 
y en la balanza comercia l se acum uló un sa ldo negativo superior 
a 1 O 000 millones de dólares. Hasta 1987 no se habían recupera­
do los niveles de exportación de principios del decenio. 

l . Véase "Compromiso de Acapulco para la paz, el desarrollo y la 
democracia", en Comercio Exterior, vol. 37, núm. 12, México, diciem­
bre de 1987, pp. 1072-1077. 
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• Este deteri oro es aú n más acentuado en el comercio exte­
rior intracentroamericano. Las exportaciones en 1986 alcanz¡¡ ron 
apenas 49% del va lo r que tuvi eron en 1980. En términos abso lu ­
tos, las importaciones disminuyeron de 972 millones de dólares 
en 1981 a 475 millones en 1986. La caída del comercio de bienes 
industriales y manufacturados ha sido particularmente sign ificat i­
va. Las exportac iones de éstos, que en 1980 const ituían 25% del 
total exportado, se redujeron a 10% en 1986, y la participación 
en las importaciones bajó de 18 a 10 por ciento en ese período. 
Por otro lado, la deuda intrazonal supera los 720 millones de dó­
lares. 

• El deterioro del sector externo es parti cu larmente intenso 
en N ica ragua y El Sa lvador. El primero concentra más de un ter­
cio de la deuda externa total y del sa ldo comercial negat ivo acu­
mulado en los últim os seis años, así como 77% de la deuda intra­
zonal. El Sa lvador, a su vez, responde por el otro tercio de la deuda 
comerc ial total acum ulada de Centroamérica. Así pues, ambas 
economías constituyen cuel los de botella para reactivar la eco­
nomía de la región . De ahí que la so lución de problemas est ru c­
turales sean un imperativo regional , no sólo nacional. Esto se aplica 
sobre todo a N icaragua, que se enfrenta a una hiperinflación de 
cuatro dígitos, una completa d istorsión del sistema de prec ios y 
de t ipos de cambio, y un profundo deterioro del sistema pro­
ductivo. 

• En otro plano, las cris is po lítica, bélica y económ ica gene­
ran un desplazam iento masivo de familias de recursos económi­
cos escasos o nulos en la región. Ello representa un prob lema muy 
delicado y de gran trascendenc ia soc ial en todos y cada uno de 
los países de la región, que gravita con fuerza en sus economías . 

A la luz de lo anterior y de acuerdo con los lineam ientos ex­
puestos por los ocho presidentes latinoamericanos en Acapulco, 
queda de manifiesto la urgenci a de tomar medidas para resolver 
los prob lemas mencionados, sobre todo los que se desc riben a 
cont inuac ión. 

a] Deuda externa 

La conjunción de esfuerzos de los países centroa mericanos con 
los del resto de América Lati na es el eje fundamental para la solu­
ción de la deuda extern a globa l, en especia l con los países indus­
trializados y los organ ismos financieros internacionales. 

La deuda entre los países centroamericanos requiere de nue­
vos recu rsos externos destinados al pago de una parte del sa ld o 
pendiente . Este esfuerzo se est ima -como primera hipótesis de 
trabajo- en aprox imadamente 250 millones de dólares en el pró­
xim o trienio , y en una renegociac ión del resto. Se prec isa, ade­
más, un apoyo importante y so lidario de los países latin oameri­
canos y la comunidad internac iona l. Una opc ión, que pod ría 
provenir de los propios países lat inoamerica nos, consistiría en el 
sum inistro de bienes pagaderos a largo plazo y en condic iones 
claramente concesiona les. 

b] Reactivación del comercio intrazonal 

La intensificac ión del intercambio comercial entre los países cen­
troamericanos con tribuiría considerablemente a la recuperac ión 
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económica centroamericana . La rehabilitac ión de la capac idad 
productiva exportadora de los países con mayor deterioro eco­
nóm ico y el fin anciamiento de las exportaciones -o de las com­
pras externas- en las diversas etapas serían elementos fundamen­
tales. Ello requ iere del apoyo de otros países de América Latina 
y del resto del mundo. 

El incremento de las exportac iones industriales por sí solo per­
mitiría recuperar 58% del nivel perdido en las exportac iones in ­
trazonales. Segú n la Secretaría Permanente del Tratado General 
de Integración Económica Centroamericana (S IECA), el BCIE y el 
In st ituto Cent roamerica no de Investigación y Tec nología Indu s­
tri al (ICAITI) , los recursos para fi nanciar tal recuperación serían, 
en principio, de unos 120 millones de dólares. 

e] Reactivación de las economías más debilitadas 

La problemát ica comercial y el manejo de la deuda extern a glo­
bal e intrazonal no tienen una so lu ción permanente si no se re­
cupera n las economías más afectadas: Nicaragua y El Salvador. 
Esto ex ige estabilizar y reordenar las principales variables macroe­
conómicas . Nicaragua requeriría de unos 400 millones de dóla­
res -también como hipótesis de trabajo- para restabl ecer la ca­
pacidad productiva y fren ar la inflac ión med iante la normalizac ión 
del mercado de bienes de consum o. El Sa lvador neces itaría un 
monto inferior, considerando el apoyo financ iero externo del que 
ya dispone. 

Si no se soluc iona en estos países el deseq uilibrio en las var ia ­
bles macroeconómicas y no se logra la recuperación de su capa­
cidad producti va -en especial de bienes exportab les- , la cade­
na centroamericana de producción y distribución permanecerá 
débil y será difíci l pensar en una so lución con visos de estabili ­
dad para el con jun to. 

d] Revitalización del sistema de integración 
centroamericano 

Las medidas enunc iadas revitali za rían el sistema de integración 
de Centroaméri ca, so lucionando parte de los esco llos a que se 
enfrentan sus países miembros. A ello debe agrega rse la coord i­
nación y la unificación de los esfuerzos no só lo pa ra reso lve r el 
prob lema de la deuda extern a, sino para desa rrollar las exporta­
c ion es y la cooperación económ ica regional e internacional. 

e] Asistencia alimentaria 

El prob lema alimentario se puede reso lver en el corto plazo -a 
la luz del punto e], en lo que se refiere a proveer de bienes de 
consu mo a Centroamérica (tr igo y similares) , con la cooperac ión 
de otros países de América Lat ina. 

f] Refugiados y desplazados 

Un grave prob lema socia l, cuyas repercusiones económicas son 
incuestionables, es el de los refugiados y los desplazados. El prin ­
cipal receptor de éstos es Estados Unidos. México cobija a ce rca 
de 200 000, provenientes sobre todo de El Salvador, Guatemala 
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y Nicaragua. En Costa Rica el prob lema también existe. No se dis­
pone de cifras confiab les, pero es indudable que son de gran mag­
nitud; por tanto, esta cuest ión tiene prioridad po lítica pa ra Cen­
troamérica. 

La solución de este problema debe inc luir asistencia directa 
en materia de alimentac ión, sa lud y educación, as í como med i­
das pa ra la repat ri ac ión de refugiados. Se les deben dar los me­
dios que les permitan ejercer su capac idad productiva para que 
generen recursos en su propia economía nac ional. De acuerd o 
con estudi os preliminares, para emprender una so lución de este 
problema se necesitarían cerca de 250 millones de dólares. 

Algunas propuestas sobre políticas, 
estrategias y acciones 

La dimensión política y geop olítica 

e ha seña lado reiteradamente que, en su expresión más con­
creta , la integrac ión y la cooperación lat inoamericanas só lo 

cuen tan con apoyo rea l de red ucidas esferas de los gobiernos y 
de sectores empresaria les privados d irectamente invo lucrados. 
Esto, que en buena med ida exp lica la fragi lidad de los procesos 
de integrac ión en América Latina y el Ca ribe, debería se r el pun­
to de pa rtida para encontrar sistemas más participativos y ab ier­
tos. Intentar nuevos cam inos pa ra lograrlo no es tarea fáci l, pero 
va le la pena formular algunas reflex iones para acerca rse gradua l­
mente a ellos. 

Los esfuerzos para que los principales agentes económicos, po­
líticos y sociales participen act ivamente en las iniciativas tendientes 
a lograr mayor unidad y v inculac ión entre las naciones, deben 
hacer explíci tos los frutos que de ellos se espera. A los resultados 
económ icos de la integrac ión y la cooperac ión se deben agrega r 
los beneficios que se obtendrían en otras áreas que preocupan a 
las soc iedades. El afianzam iento de la democracia, la consecu­
ción de una paz duradera y estab le y el encauzam iento del plu­
ralismo político hac ia la construcc ión de la unidad regional son 
va lores que proporcionarían una dimensión más profunda a la 
integrac ión; podrían cont ribuir a que ésta se incorporara a las as­
piraciones e inquietud es de la mayor parte de las soc iedades na­
c ionales . 

Afianzamiento de la democracia 

La heterogeneidad regional en lo económico y lo social ex ige una 
buena dosis de pluralismo y pragmatismo en la concepc ión y la 
ap licac ión de las estrategias y los modelos políticos. La democra­
c ia en el ámbito nac ional -y su extensión a lo subregional y 
regional- puede ayudar a est ru cturar una respuesta adecuada. 
Los elementos esencia les de la democracia se deben incluir en 
la formula. :ión de modelos más unitarios y cooperativos, pues fa­
cilitarían 1< concertac ión política. 

Las coi ncidencias políticas, vinculadas en esenc ia con los pro­
cesos democráticos, han facilitado los contactos personales en­
tre jefes de Estado y sus princ ipales colaboradores. América Lati­
na y el Caribe se habían quedado rezagados en esta modalidad 
de diplomacia y acc ión conjunta, ejercida hab itua lmente por las 
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naciones desarrolladas para resolver problemas económicos o po­
líticos . Dichos encuentros han producido un cambio importante 
en el estilo tradicional de tratar los problemas regionales. Varios 
ejemplos ilu stran esta transformación: las numerosas reun iones 
de los presidentes de Argentina, Brasil y Uruguay; los contactos 
entre los mandatarios c.ent roamericanos y la reunión de presiden­
tes de los ocho países miembros del Mecanismo Permanente de 
Consu lta y Concertac ión Política, rea lizada en Acapulco del 27 
a 29 de noviembre de 1987. En esa ocasión, los jefes de Estado 
dec lararon que " Imbuidos del ideal de unidad y democracia de 
nuest ros pueblos, invitamos fraternalmente a los gobern antes de 
Améri ca Lat ina y el Caribe a asum ir, conjuntamente con noso­
tros, un compromiso renovado de integrac ión y cooperación para 
el desarrollo que conduzca a una auténtica comunidad de todas 
nuestras nac iones." 2 Se puede aprec iar que tanto el espíritu del 
Comprom iso de Acapulco como la concepc ión de los mandata­
rios vinculan est rec ha e indiso lu blemente la democracia, la paz 
y la unidad regional. 

Una tarea d ifíc il pero fundamental a que debe enfrentarse la 
región es convert ir los modelos de integrac ión y cooperac ión en 
procesos de una creciente concertación política. Eso contribui ­
ría , si n duda, a su profundización y consolidac ión, y serviría de 
susten to a los regímenes democráticos de América Lat ina y el 
Ca ri be. 

La concertación geopolítica 

Como lo ha demostrado la historia, los efectos de las tensiones 
geopolíticas no só lo debilitan las relac iones ent re los países, sino 
que comprometen las propias bases del desarrollo nac ional. En 
efecto, el gasto militar de la región crec ió más del doble en el 
período 1973-1982 3 Según datos sobre la distribución funcional 
del egreso del Gobierno central de 21 países de América Latina , 
los gastos en defensa son mayores que los de salud en 8 nac iones, 
que los de educación en 3, y que la sum a de los de educación 
y sa lud en 24 En ciertos países centroamericanos, al igual que 
en ot ras nac iones de la región, el gasto militar compite de mane­
ra ab ierta con los recursos para el desarrollo económico y soc ial. 

Los conflictos regionales suelen ocurrir por disputas fronteri­
zas entre países vec inos. Encontrar fórmulas para solu cionar esas 
situac iones disminuiría la esca lada armamentista. Los sentimien­
tos nac ionalistas impiden muchas veces eva luar con objetividad 
la relac ión costo-beneficio de tales disputas territori ales. En oca­
siones, éstas llevan a los gobiernos a gastar en armamentos más 
de lo que realmente va le el objeto de litigio, y además propician 
que los países vecinos se haga n de más armamento. Con todo, 
no se deben pasar por alto los poderosos intereses económ icos 
y políticos extrarregiona les que contribuyen a genera r tensiones 
muchas veces artifici ales. 

Desde otro ángulo, los conflictos bilaterales no sólo inciden 
en las relaciones entre los países be ligerantes, sino que frenan e 
inmovilizan las iniciativas de integrac ión y cooperación, como se 
ha demostrado recientemente en Centroamérica. 

2. /bid. , p. 1072. 
3. Stockholm lnternat ional Peace Research lnst itute, Yea rbook, 1983. 
4. FMI , Covernment Finance Statistics Yearbook, vol. VIl , W ashing­

ton, 1983, p. 29 (diversos años entre 1977 y 1982). 
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¿De qué manera pueden la integrac ión y la cooperación con­
tribuir a modificar esta situación? Algunas ideas en este sentido 
se presentan en seguida . 

i) Se debe reiterar que la unidad regional, med iante la inte­
gración, es una vía factib le para dar a los países una verdadera 
seguridad nacional, manteniendo su soberanía plena . 

ii) Es preciso crear un ambiente político propic io para reso l­
ver los conflictos pacíficamente y alejar toda amenaza del uso de 
la fuerza, compromet iendo para ello la voluntad política de todos 
los países de la región. 

iii) Conviene proponer la suscripc ión de un tratado latinoa­
mericano en que los países se comprometan a respetar la integri ­
dad territorial de los demás y no agred irlos, a reducir gradual y 
sistemáticamente los gastos mi litares para ded icar esos recursos 
al desa rro llo económico y socia l, y a defender la democrac ia y 
el pluralismo id eológico. 

Los órganos de integración y cooperación no deberían estar 
ausentes en esas ta reas polít icas, pues a ellos compete y benefi­
cia la neutrali zac ión de las tensiones geopolíti cas. Las dificulta­
des de esta empresa son enormes y en buena medida provienen 
de elementos disgregados de fu era de la región . No obstante, es 
imperativo comenza r a trabaja r en este frente lo antes posible. 

Hacia un mecanismo de particzpación política 

En su Protocolo Modificatorio, el Grupo Andino incorporó al Par­
lamento Andi no en ca lidad de órgano princi pal del Acuerdo de 
Ca rtagena. Al mi smo tiempo, se están determin ando sus áreas de 
competencia y las formas concretas de su arti culac ión con las ac­
tividades de la integrac ión andina. A mediano plazo se considera 
la pos ibilidad de que los integrantes del Parlamento sean elegi­
dos por votac ión directa de los ci udada nos de los países miem­
bros del Acuerdo de Cartagena. 

El 2 de octubre de 1987 se aprobó en Guatemala el Tratado 
Constitutivo del Parlamento Centroamericano y Otros Órganos 
Afi nes, y el 16 de noviembre en Lima, el Tratado de Inst ituciona­
li zación del Parl amento Lat inoamericano. Estas inic iativas procu­
ran llenar el vacío de participac ión de las instancias políticas en 
los modelos de integración y cooperación subregionales y regio­
nales. El propósito central es que dichas entidades se convi e r~n 
en un cauce de expresión de las tendencias políticas ex istentes 
en cada país . En la actualidad éstas no cuentan con vías idóneas 
para intervenir en las acciones de cooperación e integración , por 
lo que no se sienten comprometidas con los procesos de unidad 
regional y su apoyo se reduce a la mera retórica . 

Crear un foro apropiado para que se expresen y resuelvan las 
aspiraciones e inquietudes de las fuerzas soc iales de la región es, 
sin duda, otra tarea urgente y necesaria. 

Convergencia de los esfuerz os regionales 

a integración y la cooperación regionales podrán alcanzar su 
pleno desarrollo sólo si se vinculan estrechamente con las prio­

rid ades básicas de los gobiernos, reflejadas en sus respectivas po-
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líticas económicas. Se trata de una condición fundam ental que 
entraña cerrar la tradic ional brecha entre la declarac ión po lítica 
y las acc iones de los agentes operativos . Éstos deben parti c ipar 
directamente en la estructurac ión de los diversos programas de 
las inst ituc iones regiona les. Por otra parte, es imprescindible su­
pera r la disociac ión instituc iona l de la región, pues cada modelo 
de integrac ión o cooperación tiende a buscar autonomía. Ello im­
pide ampliar la coincidencia de objetivos y, en muchos casos, con­
tribuye a fomentar el distanciamiento entre el pla no multilateral 
y las políticas naciona les. 

En este sentido, es preciso encontrar un método apropi ado para 
que los ac uerdos logrados con la nu eva diplomacia act iva, me­
nos fo rm al, entre los gobiernos de la región se traduzca n en in s­
tru cc iones operat ivas en las que partic ipen los cuadros medios 
de dec isión y ej ec u c~ó n de los gobiern os y los sectores empresa­
ri ales público y privado naciona les. Al mismo ti empo, es preciso 
difu ndir y va lorar los conceptos de integrac ión y cooperac ión re­
gionales en los más amplios estratos de la poblac ión lat inoameri ­
cana y del Caribe.5 

La convergencia de los sistemas de integración y cooperac ión 
es también un fac tor esencial. Por lo general, los primeros con­
centran sus esfuerzos en el interca mbio comercial ; las d ive rsas 
inicia tivas de cooperac ión no se han privilegiado lo suficiente. Los 
organ ismos enca rgados de ésta limitan sus acti v idades al plano 
sectori al con una perspectiva estrec ha que no se proyecta a ám­
bitos superio res. 

La convergencia instituc ional es otro requ isito impresc indible, 
pues perm ite que los esfüerzos regionales se transformen en ver­
daderos elementos de apoyo y complementen las pol íti cas na­
cionales. 

Para alca nzar todas estas metas, es prec iso reconocer la im­
portancia de la extrema heterogeneidad de la región: un progra­
ma único para el conjunto de las nac iones será siempre muy poco 
viab le. Por ello, es indispensable definir altern ativas que agluti­
nen los intereses de grupos de países en torno a proyectos espe­
cíficos. No se trata de crear nuevas agrupaciones subregionales, 
ni mucho menos debilitar las ex istentes. Por el contrario, respe­
tando las peculiaridades de cada sistema, se pueden empa lmar 
acciones conjuntas con otros países. Esto, junto con el impulso 
y el fortalecimiento de los procesos ex istentes, permitiría avan­
za r en la necesari a convergencia que se plantea. 

El concepto de un sistema económico lat inoamericano debe 
considerar los objetivos ind icados. El primer paso lo dieron 24 
países en 1975 al crear el SE LA, al que posteriormente se ha bus­
cado consolidar: ahora cuenta con 26 miembros latinoameri ca­
nos y del Ca ribe. No obstante, todavía no concita el apoyo indis­
pensab le para constituirse en una entidad que oriente las 
relac iones internacionales de la región e induzca la convergen­
cia de la integración y la cooperación en su seno. En esencia se 
trata de un proceso grad ual en que los gobiernos, las fu erzas po-

S. Sobre este tema y ace rca de propuestas concretas para forta lecer 
la integración y la cooperación regionales, véase CEPAL, El desarrollo de 
América Latina y el Caribe: escollos, requisitos y opciones, LC/G. 1440 
(Coni. 79/3), Sa ntiago, Chile, 18 de noviembre de 1986. 
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líticas y soc iales de los países y las instituciones regionales inte­
gren un todo con metas globa les específicas. Entre las primeras 
son de primordia l importancia red ucir la vu lnerabilidad y la de­
pendenc ia para ganar autonomía en la defi nición de las políticas, 
así como la búsqueda constan te de la unidad regiona l. En el te­
rreno de las metas específicas, que pueden ser sectori ales o te­
máti cas, destaca la de vincular intereses que creen una in terde­
pendencia real y positiva entre grupos de países con miras a lograr 
la unidad regional. 

Un objetivo fund amental del SELA es promover la cooperac ión 
regional y la indispensable vi nculac ión interin stituc ional; la Se­
cretaría Permanente tiene la función de impulsa r su construcc ión. 
Sin embargo, en la concepción desc rita, ésta es una responsabili­
dad compartida y, por tanto, compromete a todos los actores en 
los pla nos nac ional , bil ateral y multilateral, en particul ar a los or­
ga nismos de integrac ión subreg ionales y de cooperac ión ex is­
tentes. 

Algunas medidas concretas 

E. ntre las medidas que se podrían adoptar para atender las ne­
ces idades de áreas prioritari as a co rto y mediano plazos, ca be 

destaca r las sigui entes: 

a] Programa de reactivación y generación de 
nueuas corrientes de comercio intrarregional. 

i) Apoyar políticamente los esfuerzos que se rea lizan en el mar­
co de la ALADI para poner en marcha la Reso lución 15. 111 del Con­
sejo de Minist ros (marzo de 1987) , cuya final idad es recuperar 
y expandir el comerci o. El problema central es de naturaleza ope­
rati va. Diversos rrob lemas técnicos, que se deben su perar en el 
menor plazo posible, impiden que la dec isión política ministerial 
se concrete . Para ello es necesaria la intervención directa de los 
responsables del comerc io exterior, quienes, con claros manda­
tos po líticos y operativos, podrían colaborar con los esfuerzos del 
Comité de Representantes de la Secretaría Ejecuti va de la ALADI. 

ii) Crear y promover un nuevo sistema de negociac ión entre 
el G rupo Andino y Argentina, Brasil y Méx ico. Éste debe superar 
la clási ca negociac ión comerc ial con reciproc idad milimétri ca, 
para lograr incrementos sostenidos de los coeficientes de abaste­
cimiento y suministro con miras a alca nzar una ve rdadera inter­
dependencia regional. 

iii) Estructurar un marco de negoc iac ión conjunta entre Cen­
troaméri ca y los pa íses de la ALADI, con el propós ito de generar 
nuevos flujos de comerc io que contribuyan a aumentar el uso de 
la capacidad insta lada y estab lecer vinculac iones operat ivas en­
tre ambos gru pos de países . Esta colaborac ión comercial se debe 
conceb ir como un complemento de la cooperación económica 
general con esa su bregión. 

iv) Estud iar las posibilidades de avanzar en un proceso de ne­
gociación comercial entre países de la A LA DI y de la CARICOM. 
A pesar de los escasos resultados de la Inic iativa de la Cuenca 
del Ca ribe, ésta pod ría ser un punto de apoyo para la coopera­
ció n empresari al y de inversiones conjuntas. 
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v) Promover la negoc iac ión para reactivar el comercio de pro­
ductos alimenticios. El abastec imiento puede mejorarse en fun­
ción de las potenc ialidades rea les de la región . Un proceso pau­
latino de espec ialización pod ría mejorar el manejo de los recursos, 
a fin de eleva r la rentabilidad em,Jresari al y reducir los subs id ios 
gubernamentales . 

vi) Elaborar y acord ar est rategias comerciales en materi a aran­
celari a y de rest ri cc iones no arance larias que, por ejemplo, per­
mitan utili za r el poder de com pra de la región para mejorar el 
acceso de sus productos a los principa les mercados in ternac io­
nales . 

vii) Cont inuar los esfuerzos para incrementar la efic iencia en 
los se rvic ios de transporte, a fin de reducir los costos de importa­
ción y aum entar la competitividad de las exportac io nes, tanto en 
el comercio globa l como en el intrarregional. A l mismo ti empo, 
se debería propiciar mayor parti cipación de los medios de trans­
porte nac ionales y regionales en el comercio exteri o r, con el pro­
pósito de eq uilibrar los ingresos y egresos de divi sas en este ru ­
bro y de proporcionar a los países de la regió n un sistema que 
se adapte a sus necesidades y prioridades. Asimi smo, las inic iati ­
vas para agi li za r el transporte deberían profundizarse y abarca r 
el mayor núm ero pos ible de países, pues persisten grandes obs­
tác ulos burocrát icos y práct icas qu e limitan el comercio . 

viii) Resolver el grave en trabamiento en materi a financ iera y 
de pagos y vi ncular las subregiones en los términos que se prec i­
sa n en el punto siguiente. 

b] Financiamiento y pagos 

i) Forta lecer los sistemas subregionales de financiamiento y de 
pagos. Por lo menos se deben ag ili za r los mecanismos de pagos, 
" desdolarizar" el comercio recíproco y captar nuevos recursos 
en divisas para dotar de liquidez a los actuales sistemas de com­
pensación y a los fi nancieros en general. 

También podría crearse un Fondo Latino de Reservas, así como 
un banco latinoamericano de comercio exterior, parti endo para 
ello del Banco Latinoamericano de Exportaciones (B iadex). En él 
se pod rían integrar algunas de las dependencias de bancos regio­
nales púh licos o privados ubicadas en va ri os países industrial iza­
dos . La idea central es que mediante esta entidad se rea lice la 
mayor parte de los flujos financieros y de créd itos que generan 
las transacc iones. As imismo, por su so lvencia y confiabilidad, de­
bería captar depósitos de latinoamericanos en el exteri or, inclu­
so aq uellos proven ientes de la fu ga de cap ita les. 

ii) Impu lsa r med idas q ue en el co rto plazo prop icien la inter­
dependenc ia regional. Por ejemplo, la Corporación And ina de Fo­
mento (CAF), el BCIE y el Banco de Desa rro llo del Caribe (CDB) 
podrían establecer una estrecha vinculac ión con Lat ineq uip, a fin 
de canaliza r la adq uisic ión de bienes de capital de origen regio­
nal para incrementar y renovar a la indu stria y reactivar las eco­
nomías. Además Lat ineq uip pod ría obli garse a incorporar partes 
y piezas locales con objeto de atenuar los desequilibrios. Inc lu so, 
podría promover las exportaciones de los países proveedores para 
lograr una compensación -au nque fuese parcia l- del comerc io. 
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iii) La cooperac ión que el resto de América Latina y el Caribe 
otorgue a los países cent roamericanos se considera un comple­
mento de sus esfuerzos internos. Además de la cooperación co­
mercial seña lada, la financiera es .fundamental. Diversos países 
de la región se han incorporado al BCIE gracias a que éste ha acep­
tado nuevos soc ios, tendencia que convendría ampliar y consoli ­
dar. Asimismo, hay muchas posibilidades de fomentar la coope­
rac ión técnica entre los países centroamericanos y los de mayor 
tamaño en la región. 

iv) La canalización de las compras estata les, tema extensamen­
te tratado por diversos orga ni smos, aún no se logra. No obsta nte, 
es urgente alentar los esfuerzos en este sentido, a fin de aprove­
char los significat ivos beneficios que podría tener en el comerc io 
y el desarrollo de los países. 

e] Deuda externa6 

El Consenso de Ca rtagena es una demostración evidente de que 
es posible generar mecanismos de cooperac ión en esta materia. 
Sin emba rgo, desde la cr isis de 1982, ni la· región en su conjunto 
ni un grupo de pa íses han logrado plantear un modelo integrado 
de negociac ión. Éste debería propugnar la reducción de la deu­
da y un aju ste de las tasas de interés para llevarl as a sus niveles 
histó ri cos, entre otros elementos. Hay diversos precedentes jurí­
dicos que ava lan la reconsideración. América Latina y el Caribe 
está n desaprovechando su elevado poder de negociación, lo que 
incide directamente en su desarrollo económico y soc ial. Es ur­
gente, por tanto, est ru ctu rar y ap lica r dicha capacidad de nego­
ciac ión , poniéndola al servicio de los legítimos intereses de los 
países. 

d] Medidas sectoriales 

i) Se debería efectuar un gran esfuerzo conju nto para revitali ­
zar los procesos de indust ri ali zac ión . Éstos partirían de directri­
ces nac ionales y subregionales, que se deben examinar a profun­
didad a la luz de las tendencias en los mercados mundiales, los 
cambios tecnológicos y la división intern acional del trabajo. Asi­
mismo, es prec iso eva luar los es labonamientos productivos, las 
áreas de espec ializac ión y, en particular, las posibilidades de com­
plementac ión en productos complejos y en ramas dinámicas y 
modernas de la economía, a partir de los mercados ampliados 
que ofrecería la integración. 

Es dable aprovechar estos mayores espac ios económicos para 
transformar la activ idad industrial, sobre todo en aquellas ramas 
con rezagos o niveles de consumo muy red ucidos. Los países con 
un desarrollo sign ificat ivo pueden colaborar eficazmente con los 
menos avanzados en la aplicac ión del progreso técnico a las act i­
vidades fabril es. 

ii) Organizar un sistema de cooperación agropecuaria y de pro­
ductos básicos encaminado a incrementar el abastec imiento re­
gional, asegurar niveles rac ionales de consumo y lograr el máxi­
mo de autonomía, en especial con respecto a los mercados 
internacionales. Éstos, como se sabe, sufren profundas alterac io-

6. Este tema se trata de forma detallada en el documento de la CE­
PAL, Relaciones económicas entre los centros industrializados y la perife­
ria latinoamericana, LC/R.641, Santiago, Chile, 18 de febrero de 1988. 

documento 

nes como resultado de las políticas de subsidios de los países in ­
dustrializados. 

iii) Promover el intercambio tecnológico en materia agrícola 
para difundir conocimientos y fomentar la creación de tecnolo­
gías apropiadas. Esta medida se debe orientar no sólo al sector 
exportador, sino en espec ial al de subsistencia, que sufre graves 
rezagos productivos y alimentarios. 

iv) Coordin ar y organizar los d iversos esfuerzos en segu rid ad 
alimentari a que se efectúan en esca la nac ional , subregional y re­
gional. 

v) Implantar un programa de cooperac ión en servicios, que 
permita sumar las capacidades nac ionales y sustentar una posi­
c ión conjunta en las negoc iac iones de la Ronda de Uruguay del 
GA n. Al respecto, se pueden plantear las siguientes med idas: 

• Desvío del comerc io de servic ios hacia países de la región , 
med iante instru mentos parecidos a los que se aplican para los bie­
nes; por ejemplo, el otorgamiento de preferencias regionales y 
subregiona les en materia de acceso a mercados, compras guber­
namentales y financiamiento del intercambio. 

• Medidas tendientes a faci litar la prestación intrarregional de 
servicios, como el otorgamiento preferencial del derec ho de es­
tablecimiento y trato nac ional a empresas de la misma región, y 
la adopc ión de códigos para liberar los movimientos intrarreg io­
nales de financiamiento, cap ita les , mano de obra, datos y otros. 

• M ayor aprovec hamiento de las oportunidades de comple­
mentación . Puesto que los países tienen distintas capacidades para 
generar servic ios, se pueden formalizar entendimientos de com­
plementación basados en la espec ializac ión . Si bien éstos pue­
den adoptar distintas modalidades, en todas es esenc ial que la 
espec iali zac ión y la complementac ión amplíen la gama de serv i­
cios dispon ibl es en la región y eleven su eficiencia y competiti ­
vidad. 

• En materia de cooperac ión técnica se pueden promover ini­
ciativas como: recolectar y divulgar información sobre servicios, 
en particular mejorando los sistemas estad ísticos de generación 
y comerc io de servicios y las redes de inform ación sobre deman­
da y oferta de los mi smos (lic itac iones); elaborar marcos lega les 
y normas para facilitar la producción y el intercambio regional; 
capac itar al personal espec ializado; desarro llar tecnologías pro­
pias del sector; establecer asociac iones de usuarios y promover 
consorc ios de productores. 

Aunque pueden demorarse en fructificar, med idas como las 
descritas se pueden impulsa r en un plazo relativamente oreve, 
pues ya se discutieron las iniciativas cor respondientes. 

Como complemento, a mediano plazo la región debe hacer 
los ajustes necesarios del aparato productivo para adecuar.o a las 
nuevas condic iones de la economía intern ac ional. El entorno de 
los próximos años estará muy tecnificado y competido, lo que 
obligará a modernizar de modo permanente las estructuras pro­
ductivas. Si no lo hace, la región no podrá superar las crec ientes 
limitaciones provenientes del cambiante escenario mundial ni mo­
dificar cualitativamente su inserción en el ámbito internacional. D 


